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I. Disposiciones generales

MINISTERIO
DE ASUNTOS EXTERIORES

16819 ACUERDO entre el Reino de España la Repú-
blica de Estonia para la Promoción y Protec-
ción Recíproca de Inversiones, hecho en
Tallinn el 11 de noviembre de 1997.

ACUERDO ENTRE EL REINO DE ESPAÑA Y LA REPÚ-
BLICA DE ESTONIA PARA LA PROMOCIÓN Y PROTEC-

CIÓN RECÍPROCA DE INVERSIONES

El Reino de España y la República de Estonia, en
adelante «las Partes Contratantes»,

Deseando intensificar su cooperación económica en
beneficio recíproco de ambos países,

Proponiéndose crear condiciones favorables para las
inversiones realizadas por inversores de cada una de
las Partes Contratantes en el territorio de la otra, y

Reconociendo que la promoción y protección de las
inversiones con arreglo al presente Acuerdo estimulará
las iniciativas en este campo,

Han convenido en lo siguiente:

Artículo 1. Definiciones.

A los efectos del presente Acuerdo:

1. Por «inversor» se entenderá:

a) Toda persona física que sea nacional de una Parte
Contratante según la ley de ésta y realice inversiones
en el territorio de la otra Parte Contratante;

b) Toda persona jurídica, incluidas sociedades, aso-
ciaciones de sociedades, sociedades mercantiles y otras
organizaciones que haya sido constituida o, en cualquier
caso, debidamente organizada de conformidad con las
leyes de esa Parte Contratante y que sea dirigida efec-
tivamente desde el territorio de dicha Parte Contratante.

2. Por «inversión» se entenderá todo tipo de activos,
tales como los bienes y derechos de cualquier índole,
adquiridos con arreglo a la legislación del país receptor
de la inversión, incluidos en particular, aunque no exclu-
sivamente, los siguientes:

Acciones y otras formas de participación en socie-
dades;

Derechos derivados de todo tipo de aportaciones rea-
lizadas con el fin de crear un valor económico, incluido
cualquier préstamo concedido con esta finalidad, ya sea
capitalizado o no;

Bienes muebles e inmuebles, así como otros derechos
reales, tales como hipotecas, gravámenes o prendas;

Cualesquiera derechos en el campo de la propiedad
intelectual, incluidas patentes y marcas, así como licen-

cias de fabricación, conocimientos técnicos (know-how)
y fondo de comercio;

Derechos para realizar actividades económicas y
comerciales otorgados por la ley o en virtud de un con-
trato, y en particular el derecho a la prospección, cultivo,
extracción o explotación de recursos naturales.

Ningún cambio en la forma en que se inviertan o
reinviertan los activos afectará a su carácter de inversión.

3. Por «rentas» se entenderán los rendimientos deri-
vados de una inversión y comprende en particular, aun-
que no exclusivamente, los beneficios, intereses, plus-
valías, dividendos, cánones y honorarios.

4. Por «territorio» se entenderá el territorio y las
aguas territoriales de cada una de las Partes Contra-
tantes, así como la zona económica exclusiva y la pla-
taforma continental que se extiende fuera del límite de
las aguas territoriales de cada una de las Partes Con-
tratantes y sobre la cual éstas tienen o pueden tener
jurisdicción y derechos soberanos según el derecho inter-
nacional a efectos de la explotación, exploración y con-
servación de recursos naturales.

Artículo 2. Promoción y aplicación.

1. Cada Parte Contratante promoverá y creará con-
diciones favorables para que los inversores de la otra
Parte Contratante realicen inversiones en su territorio
y aceptará dichas inversiones conforme a su legislación.

2. El presente Acuerdo se aplicará a las inversiones
efectuadas en el territorio de una Parte Contratante por
inversores de cualquiera de las Partes Contratantes antes
o después de su entrada en vigor.

Artículo 3. Protección.

1. Cada Parte Contratante concederá protección en
su territorio a las inversiones realizadas de conformidad
con sus disposiciones legales y reglamentarias por inver-
sores de la otra Parte Contratante y no obstaculizará,
mediante medidas injustificadas o discriminatorias, la
gestión, desarrollo, mantenimiento, utilización, disfrute,
expansión, venta ni, en su caso, la liquidación de dichas
inversiones. Cada Parte Contratante cumplirá cualquier
otra obligación que haya contraído en relación con las
inversiones de inversores de la otra Parte Contratante.

2. Cada Parte Contratante procurará conceder las
autorizaciones necesarias en relación con estas inver-
siones y permitirá, en el marco de su legislación, el otor-
gamiento de permisos de trabajo y de contratos rela-
cionados con licencias de fabricación y asistencia téc-
nica, comercial, financiera y administrativa.

3. Cada Parte Contratante concederá también, siem-
pre que sea necesario, las autorizaciones requeridas en
relación con las actividades de consultores o expertos
contratados por inversores de la otra Parte Contratante.
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Artículo 4. Tratamiento.

1. Cada Parte Contratante garantizará en su terri-
torio un tratamiento justo y equitativo a las inversiones
realizadas por inversores de la otra Parte Contratante.

2. Dicho tratamiento no será menos favorable que
el otorgado por cada Parte Contratante a las inversiones
realizadas en su territorio por inversores de cualquier
tercer Estado.

3. No obstante, este tratamiento no se extenderá
a los privilegios que una Parte Contratante conceda a
los inversores de un tercer país en virtud de su per-
tenencia o asociación a una zona de libre cambio, unión
aduanera, mercado común o acuerdo internacional simi-
lar, futuro o ya existente, en el que cualquiera de las
Partes Contratantes sea o llegue a ser Parte.

4. El tratamiento concedido con arreglo al presente
artículo no comprenderá las deducciones y exenciones
fiscales u otros privilegios similares concedidos por cual-
quiera de las Partes Contratantes a inversores de terceros
países en virtud de un acuerdo para evitar la doble impo-
sición o cualquier otro acuerdo relativo a la imposición.

5. Además de lo dispuesto en el apartado 2 del
presente artículo cada Parte Contratante, con arreglo
a su propia legislación, aplicará a las inversiones de inver-
sores de la otra Parte Contratante un tratamiento no
menos favorable que el otorgado a sus propios inver-
sores.

Artículo 5. Nacionalización y expropiación.

1. La nacionalización, expropiación o cualquier otra
medida de características o efectos similares (en ade-
lante denominadas «expropiación») adoptadas por las
autoridades de una Parte Contratante contra las inver-
siones realizadas en su territorio por inversores de la
otra Parte Contratante únicamente podrán aplicarse por
causa de interés público, de conformidad con la ley, de
manera no discriminatoria y acompañadas del pago de
una indemnización rápida, adecuada y efectiva al inver-
sor o a su causahabiente.

2. Dicha indemnización corresponderá al justo valor
de mercado de la inversión expropiada inmediatamente
antes de la fecha en que la expropiación o en que la
inminencia de la misma llegara a ser de conocimiento
público, la que se produzca primero (denominada en
los sucesivo la «fecha de tasación»). La indemnización
se pagará sin demora, será efectivamente realizable y
libremente transferible.

3. Dicho valor de mercado se calculará en una
moneda libremente convertible al tipo de cambio de mer-
cado vigente para esa moneda en la fecha de tasación.
La indemnización incluirá los intereses, a un tipo comer-
cial fijado sobre una base de mercado para la moneda
de tasación, desde la fecha de expropiación hasta la
fecha de pago.

4. Con arreglo a la legislación de la Parte Contra-
tante que realice la expropiación, el inversor afectado
tendrá derecho a que la autoridad judicial u otra auto-
ridad competente de esa Parte Contratante revise sin
demora su caso para determinar si la expropiación y
cualquier indemnización de la misma se ajustan a los
principios establecidos en el presente artículo.

5. Cuando una Parte Contratante expropie activos
de una empresa constituida con arreglo a la legislación
vigente en cualquier parte de su propio territorio en la
que tengan una participación inversores de la otra Parte
Contratante se asegurará de que se aplique lo dispuesto
en el presente artículo para garantizar el pago de una
indemnización rápida, adecuada y efectiva respecto de
sus inversiones a los inversores de la otra Parte Con-
tratante que sean titulares de dichas participaciones.

Artículo 6. Compensación por pérdidas.

A los inversores de una Parte Contratante cuyas inver-
siones o rentas en el territorio de la otra Parte Contratante
sufran pérdidas debidas a guerra, otros conflictos arma-
dos, estado de emergencia nacional, insurrección, dis-
turbios u otras circunstancias similares, incluidas las pér-
didas derivadas de medidas de requisa, se les concederá,
a título de restitución, indemnización, compensación u
otro acuerdo, un tratamiento no menos favorable que
el que dicha Parte Contratante conceda a sus propios
inversores o a inversores de cualquier tercer Estado. Cual-
quier pago hecho de conformidad con el presente artícu-
lo será rápido, adecuado, efectivo y libremente trans-
ferible.

Artículo 7. Transferencia.

1. En relación con las inversiones realizadas en su
territorio, cada Parte Contratante concederá a los inver-
sores de la otra Parte Contratante la libre transferencia
de los pagos relacionados con sus inversiones y rentas,
incluidos en particular, aunque no exclusivamente, los
siguientes:

Las rentas de inversión, tal como se han definido
en el artículo 1;

Las indemnizaciones previstas en los artículos 5 y 6;
El producto de la venta o liquidación, total o parcial,

de una inversión;
Los fondos en concepto de reembolso de préstamos

relacionados con una inversión;
Los pagos para mantener o desarrollar la inversión,

tales como los fondos destinados a la adquisición de
materias primas o auxiliares, productos semiacabados
o acabados, así como para sustituir bienes de equipo;

Los sueldos, salarios y demás remuneraciones reci-
bidas por los nacionales de una Parte Contratante por
el trabajo o los servicios realizados en el territorio de
la otra Parte Contratante en relación con una inversión.

2. La Parte Contratante receptora de la inversión
permitirá de forma no discriminatoria al inversor de la
otra Parte Contratante o a la sociedad en que haya inver-
tido, el acceso al mercado de divisas, de tal modo que
pueda adquirir las divisas necesarias para realizar las
transferencias previstas en el presente artículo.

3. Las transferencias a que se refiere el presente
Acuerdo se realizarán en divisas libremente convertibles
y de conformidad con las normas fiscales de la Parte
Contratante receptora de la inversión.

4. Las Partes Contratantes se comprometen a faci-
litar los procedimientos necesarios para efectuar dichas
transferencias sin una demora excesiva, con arreglo a
las prácticas de los centros financieros internacionales.
En particular, no deberán transcurrir más de tres meses
desde la fecha en que el inversor haya presentado debi-
damente las solicitudes necesarias para efectuar la trans-
ferencia hasta el momento en que dicha transferencia
se realice efectivamente. Por consiguiente, ambas Partes
Contratantes se comprometen a realizar en dicho plazo
las formalidades necesarias para la adquisición de divisas
y para su efectiva transferencia al extranjero.

5. Las Partes Contratantes acuerdan conceder a las
transferencias a que se refiere el presente artículo un
tratamiento no menos favorable que el concedido a las
transferencias derivadas de inversiones efectuadas por
inversores de cualquier tercer Estado.

Artículo 8. Condiciones más favorables.

1. Si de la legislación de cualquiera de las Partes
Contratantes, o de las obligaciones emanadas del dere-
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cho internacional, ya existentes o que surjan posterior-
mente entre las Partes Contratantes además del presente
Acuerdo, resultare una reglamentación general o espe-
cial, en virtud de la cual deba concederse a las inver-
siones realizadas por inversores de la otra Parte Con-
tratante un tratamiento más favorable que el previsto
en el presente Acuerdo, dicha reglamentación prevale-
cerá sobre el presente Acuerdo en la medida en que
sea más favorable.

2. Las condiciones más favorables que las previstas
en el presente Acuerdo que hayan sido acordadas entre
una Parte Contratante e inversores de la otra Parte Con-
tratante no resultarán afectadas por el presente Acuerdo.

Artículo 9. Subrogación.

En el caso de que una Parte Contratante o su orga-
nismo designado haya concedido una garantía financiera
relativa a riesgos no comerciales respecto de una inver-
sión efectuada por sus inversores en el territorio de la
otra Parte Contratante, esta última aceptará la subro-
gación de la primera Parte Contratante o de su organismo
designado respecto de los derechos económicos del
inversor desde el momento en que la primera Parte Con-
tratante o su organismo designado efectuó el primer
pago con cargo a la garantía concedida. Esta subroga-
ción hará posible que la primera Parte Contratante o
su organismo designado sea beneficiario directo de
todos los pagos en concepto de compensación a que
pudiese ser acreedor el inversor inicial.

Respecto de los derechos de propiedad, uso, disfrute
o cualquier otro derecho real la subrogación únicamente
tendrá lugar una vez que se hayan cumplido los requisitos
legales aplicables de la Parte Contratante receptora.

Artículo 10. Solución de controversias entre las Partes
Contratantes.

1. Cualquier controversia entre las Partes Contra-
tantes referente a la interpretación o aplicación del pre-
sente Acuerdo será resuelta, en la medida de lo posible,
por la vía diplomática.

2. Si la controversia no pudiera resolverse de ese
modo en el plazo de seis meses desde el inicio de las
negociaciones, será sometida, a petición de cualquiera
de las dos Partes Contratantes, a un tribunal arbitral.

3. El tribunal arbitral se constituirá, en cada caso
concreto, del siguiente modo: En los dos meses siguien-
tes a la recepción de la solicitud de arbitraje, cada Parte
Contratante designará un miembro del tribunal. Estos
dos miembros elegirán a un nacional de un tercer Estado
que, de mutuo acuerdo entre las dos Partes Contratantes
será nombrado Presidente del Tribunal. El Presidente
será nombrado en el plazo de dos meses desde la fecha
de nombramiento de los otros dos miembros.

4. Si no se hubieran hecho las designaciones nece-
sarias en los plazos fijados en el apartado 3 del presente
artículo, cualquier Parte Contratante podrá, a falta de
cualquier otro acuerdo, instar al Presidente de la Corte
Internacional de Justicia a que realice las designaciones
necesarias. Si el Presidente fuera nacional de cualquiera
de las Partes Contratantes o no pudiera desempeñar
dicha función por otras razones, se instará al Vicepre-
sidente a que efectúe las designaciones necesarias. Si
el Vicepresidente fuera nacional de una de las Partes
Contratantes o tampoco pudiera desempeñar dicha fun-
ción, se instará a efectuar las designaciones necesarias
al miembro de la Corte Internacional de Justicia que
le siga en antigüedad y que no sea nacional de ninguna
de las Partes Contratantes.

5. El tribunal arbitral emitirá su decisión sobre la
base del respeto de las leyes y las normas contenidas

en el presente Acuerdo o en otros acuerdos vigentes
entre las Partes Contratantes, así como conforme a los
principios universalmente reconocidos del Derecho Inter-
nacional.

6. A menos que las Partes Contratantes decidan otra
cosa, el tribunal establecerá su propio procedimiento.

7. El tribunal adoptará su decisión por mayoría de
votos y dicha decisión será definitiva y vinculante para
ambas Partes Contratantes.

8. Cada Parte Contratante correrá con los gastos
del árbitro por ella designado y los relacionados con
su representación en los procedimientos arbitrales. Los
demás gastos, incluidos los del Presidente, serán sufra-
gados a partes iguales por las dos Partes Contratantes.

Artículo 11. Controversias entre una Parte Contratante
e inversores de la otra Parte Contratante.

1. Las controversias que surjan entre una de las
Partes Contratantes y un inversor de la otra Parte Con-
tratante con respecto a una inversión en el sentido del
presente Acuerdo, serán notificadas por escrito, inclu-
yendo una información detallada, por el inversor a la
Parte Contratante receptora de la inversión. En la medida
de lo posible, las partes en la controversia tratarán de
arreglar estas diferencias mediante un acuerdo amistoso.

2. Si dichas controversias no pudieran resolverse
de este modo en un plazo de seis meses a partir de
la fecha de la notificación por escrito mencionada en
el apartado 1, la controversia será sometida, a elección
del inversor, a:

El tribunal competente de la Parte Contratante en
cuyo territorio se haya efectuado la inversión.

El tribunal de arbitraje «ad hoc» establecido según
el Reglamento de Arbitraje de la Comisión de las Nacio-
nes Unidas para el Derecho Mercantil Internacional.

El Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Rela-
tivas a Inversiones (CIADI), creado por el «Convenio sobre
el Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones entre
Estados y Nacionales de otros Estados», abierto a la firma
en Washington el 18 de marzo de 1965, en caso de
que ambas Partes lleguen a ser signatarias de ese Con-
venio.

El Tribunal de Arbitraje de la Cámara de Comercio
Internacional de París.

3. El arbitraje se basará en:

Las disposiciones contenidas en el presente Acuerdo
o en cualesquiera otros acuerdos vigentes entre las Par-
tes Contratantes.

Las normas y los principios universalmente recono-
cidos del Derecho Internacional.

El derecho nacional de la Parte Contratante en cuyo
territorio se haya realizado la inversión, incluidas las
reglas relativas a los conflictos de leyes.

4. Las decisiones arbitrales serán definitivas y vin-
culantes para las partes en la controversia. Cada Parte
Contratante se compromete a ejecutar las decisiones
de acuerdo con su legislación nacional.

Artículo 12. Entrada en vigor, prórroga y denuncia.

1. El presente Acuerdo entrará en vigor en la fecha
en que las Partes Contratantes se hayan notificado recí-
procamente por escrito el cumplimiento de las respec-
tivas formalidades constitucionales exigidas para la
entrada en vigor de acuerdos internacionales. Perma-
necerá en vigor por un período de diez años. A partir
de entonces, continuará en vigor hasta que expire un
plazo de seis meses desde la fecha en que cualquiera
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de las Partes Contratantes haya notificado la denuncia
por escrito a la otra Parte.

2. Con respecto a las inversiones efectuadas o
adquiridas antes de la fecha de expiración del presente
Acuerdo y a las que, por lo demás, éste sea aplicable,
las disposiciones de todos los demás artículos del pre-
sente Acuerdo seguirán estando en vigor por otro perio-
do de diez años, a partir de dicha fecha de expiración.

En fe de lo cual, los Plenipotenciarios respectivos fir-
man el presente Acuerdo.

Hecho por duplicado en Tallin el día 11 de noviembre
de 1997, en español, estonio e inglés, siendo todos los
textos igualmente auténticos.

Por el Reino de España,

Ramón de Miguel,

Secretario de Estado
de Política Exterior

y para la Unión Europea

Por la República de Estonia,

Toomas Hendrik Ilves,

Ministro de Asuntos
Exteriores

El presente Acuerdo entró en vigor el 1 de julio
de 1998, fecha de la última comunicación cruzada entre
las Partes notificando el cumplimiento de las respectivas
formalidades constitucionales, según se establece en el
artículo 12.1.

Lo que se hace público para conocimiento general.
Madrid, 3 de julio de 1998.—El Secretario general

técnico, Julio Núñez Montesinos.

MINISTERIO
DE ECONOMÍA Y HACIENDA

16820 ORDEN de 13 de julio de 1998 sobre índices
de precios de mano de obra y materiales
correspondientes a los meses de febrero y
marzo de 1998 aplicables a la revisión de
precios de contratos de las Administraciones
Públicas.

1. El Comité Superior de Precios de Contratos del
Estado ha elaborado los índices de precios de mano
de obra nacional y los de materiales, aplicables a la revi-
sión de precios de contratos celebrados por las Admi-
nistraciones Públicas, correspondientes a los meses de
febrero y marzo de 1998, los cuales fueron propuestos
para los citados meses.

Aprobados los referidos índices por la Comisión Dele-
gada del Gobierno para Asuntos Económicos en su reu-
nión del día 25 de junio de 1998, a tenor de lo dispuesto
en el artículo 106.2 de la Ley 13/1995, de 18 de mayo,
de Contratos de las Administraciones Públicas,

Este Ministerio ha tenido a bien disponer su publi-
cación en la forma siguiente:

ÍNDICE NACIONAL MANO DE OBRA

Base 100 julio de 1980

Febrero 1998 ................. 277,26
Marzo 1998 .................... 277,26

Índices de precios de materiales

Península e islas Baleares Islas Canarias

Febrero/98 Marzo/98 Febrero/98 Marzo/98

Base 100 enero de 1964

Cemento . . . . . . 1.226,7 1.228,8 1.230,2 1.230,2
Cerámica . . . . . . 982,3 983,8 1.869,9 1.892,1
Maderas . . . . . . . 1.402,2 1.407,3 1.371,0 1.401,3
Acero . . . . . . . . . . 738,8 735,8 1.202,8 1.210,0
Energía . . . . . . . . 1.470,2 1.459,3 2.078,4 2.072,3
Cobre . . . . . . . . . . 554,4 585,4 554,4 585,4
Aluminio . . . . . . 668,9 669,3 668,9 669,3
Ligantes . . . . . . . 1.027,8 1.027,8 1.152,2 1.152,2

Base 100 enero de 1995

Calzado . . . . . . . . 109,0 109,5 109,0 109,5
Textil . . . . . . . . . . . 111,0 111,9 111,0 111,9

Lo que comunico a VV. EE. para su conocimiento
y demás efectos.

Madrid, 13 de julio de 1998.

DE RATO Y FIGAREDO

Excmos. Sres.: ...

16821 RESOLUCIÓN de 3 de julio de 1998, de la
Intervención General de la Administración del
Estado, por la que se determina la estructura
y composición de la Cuenta General de la
Seguridad Social y de las cuentas de las enti-
dades gestoras y servicios comunes de la
Seguridad Social.

El apartado 2 del artículo 151 del texto refundido
de la Ley General Presupuestaria, aprobado por Real
Decreto Legislativo 1091/1988, de 23 de septiembre,
dispone que la Intervención General de la Administración
del Estado establecerá las normas para la contabilidad
de las entidades que integran el Sistema de la Seguridad
Social, de acuerdo con las directrices del régimen de
contabilidad pública, comprendiendo dichas normas, la
aprobación de la adaptación del Plan General de Con-
tabilidad Pública a las entidades expresadas, así como
la determinación de las cuentas anuales y demás docu-
mentación que las mismas deban rendir al Tribunal de
Cuentas.

Aprobada por Resolución de 16 de octubre de 1997,
de esta Intervención General, la adaptación del Plan
General de Contabilidad Pública de 1994 a las entidades
gestoras y servicios comunes de la Seguridad Social,
resulta necesario establecer cuáles han de ser las cuen-
tas anuales y demás documentación que las mencio-
nadas entidades deban rendir al Tribunal de Cuentas,
así como la estructura y contenido de la Cuenta General
de la Seguridad Social, a la que hace referencia la letra h),
del apartado 3 del artículo 151 del texto refundido de
la Ley General Presupuestaria.

En su virtud, en base a las competencias que tiene
atribuidas esta Intervención General y a propuesta de
la Intervención General de la Seguridad Social, dispongo:


